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TRIBUNAL DE CUENTAS
INFORME de 7 de marzo de 1985, elevado a las
Cortes Generales, en relación con los resultados de la
fiscalizaci6n selectiva realizada al Instituto·para la
Promoción Pública de la Vivienda (IPPJ() en base a
las cuentas de los ejercicios económicos 1979. 1980.
1981 Y 1982,

El Pleno del Tribunal de Cuentas. en el ejercicio de su función
fiscalizadora, establecida por los artículos 2.a) y 21.3.a) de la Ley
Organica de 12 de mayo de 1982, y dentro de ella en cumplimiento
de los artículos 9 y 12.1 de la misma disposición, en relación con
los resultados de la fiscalización selectiva realizada al Instituto para
la Promoción PUblica de la Vivienda (lPPV) en ba.~ a las cuentas
de los ejercicios económicos 1979, 1980, 1981 Y 1982, ,

Ha acordado, en sesión celebrada el día 7 de marzo del corriente
año, la formulación del presente

•INFORME A LAS CORTES GENERALES

y su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», relativo a los
resuhados de la fiscalización al Instituto para la Promoción PUblica
de la Vivienda (IPPV).

1. ANTECEDENTES Y SU CONSIDERACION

1.I Aspectos lega/es.-El Real Decreto-ley 12/1980, de 26 'de
septiembre, crea el Instituto para la Promoción Pública dé la
Vivienda, con objeto de concentrar en un solo Organismo todas las
actuaciones que se atribuyen al Estado en materia de vivienda y
creación de suelo residencial para la Promoción PUblica Estatal y,
en especial, las que le atribuyan los Planes de Viviendas que se
aprueben de conformidad con el a..ículo 131 de la Constitqción.

Su creación supone la integración en el mismo del Instituto
Nacional de la Vivienda (lNV) -Organismo creado por Ley de 19
de abril de 1939 con la misión de «fomentar la construcción de
viviendas protegidas y asegurar su mejor aprovechamiento»-, de la
Administración del Patrimonio Soc-ial Urbano
(APSU) -Organismo autónomo, cuya finalidad consistía en la
realización de todos aquellos actos tendentes a la liquidación del
patrimonio procedente de la Obra Sindical del Hogar, tal como
recoge el Real Decreto de su creación 1112/1978, de 12 del mayo- y
del Instituto Nacional de Urbanización (lNUR) -Organismo autó­
nomo así denominado por el Decreto-ley 4/1972, de 30 de junio,
que le asigna, la función de llevar a cabo las tareas técmcas y
económicas requeridas para el desarrollo de la gestión urbanística,
en sustitución de la anterior Gerencia de Urbanismo, creada por
Ley 43/1959, de 30 de julio.

El Instituto para la Promoción PUblica de la Vivienda está
clasificado como Organismo autónomo del Estado de carácter
comercial y financiero,'de los contemplados en el artículo 4.I.b) de
la Ley General Presupuestaria, adscrito al Ministerio de Obras
Públicas y Urbanismo. Entre sus funciones y competencias, desa­
rrolladas en el Real Decreto 1875/1981, de 3 de julio, se pueden
citar las siguientes: •

, a) El análisis cuantitativo y cualitativo de .la demanda y de la
oferta de viviendas, así como de los recursos financieros necesarios,
que sirvan de base para la elaboración de los planes generales.

b) La tramitacIón y propuesta de aprobación a los órganos
competentes de dichos planes.

e) La adquisición y constitución de reservas de terrenos para
su urbanización con destino a la construcción de viviendas de
protección oficial y la formación de los correspondientes planes
urbanísticos y proyectos. ~

d) La promoción de viviendas de protección oficial, la adqui­
sición de viviendas en proyecto, en ejecución o terminadas, así
como 'la aplicación de régimen de uso, conservación y aprovecha­
miento de ellas.

e) La administración, conservación y enajenación de suelo,
viviendas, locales de negocio y edificaciones complementarias que
constituyen el patrimonio del organismo.

O la constitución y participación, previo informe del Ministe­
rio de Hacienda, en Asociaciones y SOCIedades mixtas, Empresas y
consorcios que ejecuten, en colaboración con las Corporaciones
Locales, o,tros Entes Públicos o la iniciativa privada, programas de
construcción de viviendas de protección ofiCial de promoción
pública.

g) La impulsión y fomento de la iniciativa privada para la
adquisición y preparación del suelo y equipamiento comunitario
primario.

Las disposiciones transitoria primera y tercera del citado Real
Decreto 18 7 5/1981, de 3 de julio, se refieren a la entrada en
fur.::r",<:.;r:Jtmo del IPPY. que sera fijado por el Ministro de'Úbras

Públicas y Urbanismo, pudiendo, entretanto, los Organismos
integrados, continuar ejerciendo sus competencias y aplicar los
presupuestos aprobados para 1981. .

En la práctIca, esta situación la mantuvieron los tres Organiio­
mas integrados durante 1981, siendo el presupuesto para el
ejercicio 1982,. ado en que se produce realmente la integración, el
primer p....upuesto aprobado correspondiente al IPPV,

I.2 Ambito de la fiscalización,-La fiscalización abarca las
cuentas rendidas a este Tribunal de los ejercicios económicos 1979,
1980 y 1981, centrada fundamentalmente a la actividad del antiguo
Instituto Nacional de la Vivienda. La fiscalización del Instituto
Nacional de Urbanización y de la Administración. del Patrimonio
Social Urbano, los otros dos Oraanismos actualmente integrados en
el Instituto para Promoción Pública de la Vivienda, estaba progra­
Mada para realizarse a ~r de las cuentas de este Organismo
correspondientes al ejercIcio de 1982, en las que figurarían plena­
mente incorporados. Dichas cuentas en el momen~o de la fiscaliza­
ción aún no estaban rendidas.

El Tribunal de Cuentas, ante el incumplimiento maniiíesto del
plazo máximo fijado en la rendición de las cuentas para los
Organismos autónomos por la Orden de 16 de junio de 1978, ha
recordado al Instituto en sucesivas ocasiones durante el periodo de
la fiscalización su obligación y su desfase en la remisión de dichos
documentos.

Este retraso en la presentación de las mencionadas cuentas,.
debido a las «dificultades en la confección de inventarios de los
distintos Servicios del Instituto», según se recogen en las explica­
ciones de su escrito de fecha S de diciembre de 1984, ha impedido
fiscalizar el ejercicio económico de 1982, salvo en aquellos concep­
tos en los que, en el desarrollo de la presente fiscalización, se ha
obtenido una información adecuada y suficiente.

Una vez finalizadas las comprobaciones en el Instituto y
enviado el informe provisional al mismo en período de alegaciones,
se informa al Tribunal de la rendición de ·Ias cuentas de 1982 a la
Intervención General de la Administración del Estado; a. la que el
Tribunal, al igual que el eropio Instituto, ha sollcitado el envío, en
el más breve plazo poSIble, de un ejemplar de las mismas. La
entrada de estas cuentas en el Tribunal se registró en fecha I de
febrero de 1985. •

Las comprobaciones y prueba-s selectivas realizadas con el
objetivo de obtener la evidencia necesaria sobre la eficacia del
control interno establecido y sobre la representatividad de sus cifras
se han dirigido principalmente a las Cuentas de Balance: [nmovili~

zado, Deudores, Tesorería y Fianzas, y a las Cuentas de Explota­
ción: Gastos de Personal, Gastos e Ingresos financieros e Inversio-­
nes reales no inmovilizado.

1.3 Control interno.-En el curso de la fiscalización se han
detectado debilidades en el sistema de control interno establecido,
que presenta deficiencias en las distintas áreas comprobadas. Así,
se ha observado:

- Carencia de unos registroi contables adecuados, que garanti­
cen la representatividad de las cifras, irncumpliendo el principio
generalmente aceptado de registrar los derech.os y obligaciones
correspondientes a los hechos económicos en el momento en que
se:.-originen.. _ .

- Existencia de inventarios incompletos. Su confección se
efectúa con notable retraso y falta de coordinación con la contabili­
dad. En ocasiones, se reflejan por primera vez en inventario de un
determinado ejercicio bienes de inmovilizado, cuya l.ldquisició~ se
remonta a ejercicios anteriores; y por el contrario, bienes inventa­
riados en un ejercicio, sin baja previa, no aparecen recogidos en el
inventarío del ejercicio siguiente.

- Diferencias entre balance y registros, que impiden mantener
una certeza suficiente sobre la validez de los saldos.

""" Insuficiente control cruzado y contraste de los datos facilita­
dos por personas o entidades colaboradoras en las actividades del
Instituto.

- Incorrecta utilización de las cuentas para representar conta·
blemente determinada realidad patrimonial, para la que su plan
contable presenta otras cuentas més específicas.

- Seguimiento imperfecto de los cobros. Ventas realizadas
durante los años fiscahzad.os no se recogieron en facturación hasta'
años postériores. No se cobran intereses de demora por los pagos
vencidos.

- Desconocimiento y su correspondiente falta de representa..
ción contable de las cuentas corrientes abiertas en entidades de
crédito privadas.

- Imputación incorrecta de resultados a los correspondientes
ejercicios, originada fundamentalmente por no aplicar el principio
del devengo y seguir el principio (le cobros y pagos que, en
ocasiones, tampoco se han contabilizado en su mom~nto.

I.>t Inmovilizado materia/.-La· composición del saldo, al31 de
diciembre de los ejercicios fiscalizados, según Balance. presentado
por el cuentadante, es el siguiente:
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Millonts de pesetaS

1979 1980 1981

.

Edificios 't otras construcciones 6.696 7.589 11.383
Maquinana. instalación y utiHaje 37 53 54
Elementos de transporte. ... ..... 10 23 25
Mobiliario y enseres .... 78 97 111
Eq~~pos proceso para informa-

75Clan •••• o •• 76 80

6.896 7.838 11.653
Amortizaciones acumuladas - 2.301 - 2.748 - 3.103

4.595 5.090 . 8.550

El principio de valoración a utilizar en contabilidad para
detem:unar el valor de los ~lementos integrantes del Inmovilizado
Matena} ~be ser el principl!, de valor de adquisición, determinado
por el preciO de compra satisfecho más los gastos necesarios hasta
su puesta en funcionamiento para que cumpla su finahdad.

La f~lta de coordinaci~n e~u:e el Servicio de Inventarios y
Conta~lhdad Presuptlestana. o~gma que parte del Inmovúizado
Matenal figure \'a~orado a precIO de compra sin la imputación de
los gastos necesanos, que, con posterioridad a su adquisición, se
han efectuado, con cargo al capítulo sexto del Presu­
puesto -Inversione~ R,eales-, incumpliendo lo preceptuado en la
Orden de 16 de jumo de 1978. referente a la representación
contable de la composición y situación ~trimonial de los Organis.
mos autónomos de carácter comercial, industrial, financiero o
análogos. .

Las deficiencias e irregularidades observadas en este área
dura~lte la fiscalizad,ón, y que a continuación se exponen, ponen de
mamfiesto que las Cifras anteriores no representan razonablemente
la situación económic~financieradel Instituto.

1.4.1 Edificios y otras construcciones.-En la comprobación de
saldos de. la cuenta. ttdi~c.ios administrativo!», que recoge las
cons~fl:Icclo~es propla.s ullhzadas por el Organismo con fines'
admInistrativos o comerciales, se han detectado diferencias entre el
saldo ofi."ec!do al final de cadá ejercicio y el que se obtiene al sumar
los mOVimientos del año al saldo del ejercicio anterior. En 1980 las
diferencias alcanzan un importe de 7.223.285 pesetas y en 1981,
92.780.~98 pesetas. Esta diferencia viene motivada por las distintas
valoraclOt'!es dada~ extracon~ble~ente en los sucesivos ejercicios
~n los ~llsmos bienes Pél;tnmonIalt:s y por la incorporación al
Invet'!~~~ de 1981 de bienes no Inventariados en 1980, cuya
adqulSlc,on se efectuó en 1960, 1964 Y 1974. Entre los edificios no
recOgidos en Inventano hasta 1981 se pueden citar, por un impone
de: 9L~64.782 .pe~tas, el correspondiente a las oficinas de la
DireCCión ProVInCial de Madrid en el Grupo «General Moscardó»
caIle Ba.s.ilica,.23, ,:on. fecha de adquisición 1974, acta de recepción:
valoraclon e mscnpcló.n en el Registro de la Propiedad en 1976.

En la cuenta «Grupos en arrendamiento») se han encontrado
~gualm.ente ~jfe~encias ~ntre el saldo .de cada ejercicio ,y el del
lD~edlatO antenor modIficado por la Incorporación de los movi­
mientos anuales. Estas difermcias, cifradas en 519.41 I.121 pesetas
en 1980, y en 104.640:783 pesetas en 1981, se explican por no
a~rece~ en e~ Invent~,no de 1981, sin que se hayan registrado las
bajas. bienes Inventanadcs en 1980 y por las distIntas valoraciones
extracontables que ofrecen los inventarios de los ejercicios fiscaliza­
dos en los datos referentes a 19 provincias.

En la .cuenta AAloj!lmientos provisionales» se contabilizan las
::onstrucclOnes.prefabncadas desmontables para albergue temporal
~e faI'!1ilias. E;n. el ejercicio 1979 se incumple un acuerdo del
...onsejO de Mimstros de 29 de diciembre de 1978, por el que se
iprut:b~ una propue~t.a d~ gasto de 157.959.929 pesetas, para
idqum.r, en contrataclo~ ~ITecta, 125 albergues para proporcionar
dOjamlento a las famllIas afectadas por inundaciones en la
'~ovincia de. Málaga. A pesar de que el acuerdo de contratación
jITecta, medIante Resolución de la Dirección General de J3 de
~nero de 1979, se basa, de acuerdo con el anículo 247 del
Reglamento General de Contratación del Estado en la necesidad
lTgente ~e proporci?nar alojamiento a las familias' afectadas por las
nunda910nes de M~laga. se modifica la ubicación de las viviendas
)refabncadas, por Resolución de la Dirección General de) Instituto
'la:cional de la. Vivienda, destinándose a Sevilla, Soria, Logroño,
\r¡ona y Madnd.

1.4.2 Maquinaria, instalaciones y utillaje.-En la muestra anali­
:&da se han, encontrado duplicidades en inventario respecto a datos
:om:spondIentes a la provincia de Madrid. En concreto. están
Iu:pbcados los expedientes M-3838-C (obras adapUlción sótano.
mmera, segunda), M-4196-C (acondicionamiento servicios cerilra­
es INV), M-4198-C (aire acondicionado ordenador Intervención l.

por importe de 2.096.686 pesetas, 9.212.189 pesetas y 529.000
pesetas, respectivamente. -

1.4.3 Elementos de transporte.-EI 31 de diciembre de 1981 se
firma un acta de recepción de cuatro vehículos Talbot-Hori'zon
PMM-7083-E, PMM-7084-G. PMM-7085-G Y PMM-7086-G. po;
un Importe de 2:380..000 pesetas. Sm embargo, la autorización
otorgada por la DlTecclón General del Patrimonio del Estado es de
fecha 4 de enero de 1982.

1.4.4.. ~obiliario ~ enseres.-Esta cuenta recoge principalmente
el ,mobIhano de oficma, que lo componen los bienes muebles
eXlsten.t;5 en despacho~ salas de juntas u oficinas en general. con
excepclOn de los defimdos como «equipos de oficioIDt, que se
recogen en esta cuenta especifica.

En la muestra analizada se detectan duplicidades en inventario
en las provincias de Madrid y Santa Cruz de Tenerifc, por impone
de 295.000 y 53.755 pesetas, respectivamente.

Al examinar losjustificantes de la muestra se encontraron en el
~ño 1980, en La Coruña y Sevilla, actas de recepción y pago por
Importe de. 201.5~ y 330.400 pesetas, respectivamente, que no
figuran. en Inventan.o alguno. Por otra pane. en la provincia de
ValenCIa, entre los Justificantes de la muestra aparecen actas de
recepción y pago por importe de 919.6oo)' 310.180 pesetas. que
corresponden a expedientes de la cuenta 4(EQuiDOs de oficina».

1.4.5 Amortización acumuiada.-La amortización económica
de los bienes del Inmovilizado material se establece en función de
la vida útil de los mismos, mediante un sistema li~eal.
. ~ndo se ~acen afl,?rar en inventario bienes adquiridos en

eJerciCIOS antenores, se Imputan de una vez, en las cuentas de
Amortización acumulada, toda la amortización desde el año de
adq.uisición .del ~ien hasta el año en que por primera vez se refleja
en lDventB!I0. Sin embargo, como contrapartida s6loaparcce el
cargo del Impone correspondiente a la amonización anual del
ejercicio en que aflora el bien en inventario.

, La í~putación incorrecta de costes en los inventarios, con las
dIfere!?,cla~ ,en saldos ya me.ncionadas, afecta, como es lógico, a la
amortlzaClon. Se ha procedIdo al cálculo de las amortizaciones en
1979, 1980 Y 1981, en todas las provincias de España, para las
cu~ntas de «Edificios administryuivos» y 4(Grupos. en arrenda­
miento», llegando a la conclUSión de la incorrecta asignación
contable tanto de las amortizaciones anuales como de la acumu­
lada, inferior ésta en más de 250 millones en 1979 y de 66 millones
en 1980, de acuerdo con los cálcl,llos realizados.

1.5 Deudores.-La composición del saldo al 31 de diciembre
según el Organismo. para los añ6s fiscalizados, es el siguiente: '

Millones de pC"st:las

1979 1.980 198!

Derechos reconocidos a cobrar. 21.788 26.550 25.996
Deudores, ..... 35.722 49.024 67.511

57.510 75.574 93.507

En «Derechos reconocidos a cobran> se recogen los reconocidos
p~r el Esta.do a favor del Instituto, por subvenciones a la explota­
cI<?n y capItal. En su saldo figura incluida una subvención de 163
mIllones de pesetas, correspondiente al Presupuesto General del
Es.ta,do del ejerci~io ~~77, para ~t~nder. a todos los .gastos que
OngInase ~ amort1za.cIOn y el serviCIO de mtereses de los emprésti­
tos au.tonzados por ~I Decreto-ley de I de julio de 1955, para
finanCIar el Plan NaCional de Viviendas de Renta Limitada. Debe
darse ~e baj~ dicha subvención, ya que no fue recibida por el
Orgamsmo ni en el citado ejercicio. ni en los siguientes no obstante
las peticiones fonnuladas. .

El concepto de 4<Deudores» presenta el siguiente desglose:

Millones de peSl't¡¡S .

1979 1980 19li 1
-

Deudores por ventas a plazo. 34.233 46.996 64.431
Deudores por cuotas vencidas. . . 622 1.075 1.735
Otros deudores. 19 25 233
Personal ........... , ...... , . 1 1 1
Deudores por Op. financiera ...... 847 927 1. 111

35.722 49.024 67.511
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1.5.1 . Deudores por ventas a plazo.-Los conceptos fundamen~
tales en que se subdivide el p:efolente epígrafe, con sus saldos
correspondientes, vienen recogidos. en el siguiente cuadro:

Millones de pesetM

1979 1980 1981

De terrenos y pol1gonos residen-
ciales. 308 241 188

De viviendas y locales con escritwa. 5.989 6.427 8.828
De ajuares. . ...... 17 23 27
De vi ....iendas y locales sin escritura.: 27.919 40.305 55.388

34.233 46.996 64.431

En cuanto a terrenos y polígonos residenciales, la documenta­
ción facilitada por el Organismo englobaba los deudores por ventas
a plazo y los deudores por cuotas vencidas, presentando un saldo
único por ambos conceptos, por carecer de registros contables
adecuados y por la falta de correspondencia' injustificada entre
datos de balance y registros. Tras las verificaciones oportunas., se ha
obtenido un saldo de 1.659 millones, frente a los 458.millones
afrecidos como suma de ambas cuentas en el balance, para 19i9;
para 1980, de I~78 millones frente a los 409 millones de balance,
y para 1981, 1.777 millones, en lugar de los 375 millones reflejados
en la contabilidad.

Respecto a la subcuenta «De viviendas y locales con escritura»,
se ha comprobado igualmente la carencia de registros y la limitada
representatividad de su saldo; tal como se deduce de la 'secuencia
mantenida en la· presentación de- la documentación. Un primer
Listado de ordenador mantenía unas diferencias con balance de
1.007 millones y 1.543 millones para los dos primeros ejercicios
fiscalizados. Del ejercicio 1981 no presentaba datos, por falta de
documentación de la deuda por provincias. En fecha próxima a
culminar las comprobaciones de la fiscalización, un nuevo listado
de ordenador presentaba 605 millones, 1.288 millones y 3.656
millones de diferencia con los balances de los sucesivos años
fiscalizados, con la aclaración de que no incluía parte de la cuenta
de prestamos a plazo largo. Solicitada nueva documentación.. se
confeccionó un nuevo listado, cuyas diferencias ascendían a 49
IT,illones, 733 millones y 3.084 millones para cada uno de los
ejercicios.

Respecto al concepto «De deudores por venta de viviendas y
locales sin escritura», el Instituto actúa contablemente con el
mismo criterio que para las restantes subcuentas de deudores por
ventas a plazos, adeudando en el momento de la venta y abonando
al facturar los recibos al cobro, emitidos perió4icamente. En el
momento de la facturación pierden su representación contable, al
no incorporar su saldo a la cuenta de «Deudores por cuotas
vencidas», ni a ninguna otra cueilta de enlace, lo cual manifiesta la .
deficiente expresión patrimonial de su contabilidad, Por -otra parte,
grupos que deben figurar como deudores por venta de viviendas y
locales can escritura, permanecen incluidos como deudores por
ventas sin escritura.

1.5): Deudores pOr cuotas vencidas.-La composición del
saldo al cierre de los ejercicios fiscalizados. según el Organismo, es
ia siguiente:

Millones de pesetas'

1979 1980 1981

"

De terrenos y polígonos residen-
ciales. 150 168 187

De viviendas y locales con escritu-
ras. 73 102 144

Ajuares. ............. ..... 10 12 18
De arrendamientos. 1.7 25 104
De viviendas y locales en acceso

diferido. 205 281 333
De viviendas y locales en contrato

167pnv?do. , 487 949 -

622 1.075 1.735

Sin embargo, el análisis realizado a cada uno de los conceptos
contables anteriores, integrantes del saldo, es nuevamepte conclu­
yente en cuanto a la escasa fiabilidad de sus cifras. En unos
conceptos se engloba su saldo con el de la cuenta de deudores por

ventas a plazo, en otros no existe nexo de unión entre ambas
cuentas ya Que el saldo de deudores por cuotas vencidas se obtiene
en base a las liquidaciones presentadas por los recaudadores
«Hermanos Alonso Garrán, Sociedad LimItada», que, por otra
parte, son incompletas por recibirse, en numerosos casos, con
posterioridad al Clerre del ejercicio.

El Instituto no lleva una subcuenta que recoja los procedimien­
tos ejecutivos en via de apremio, ni dota provisiones para posibles
insolvencias de deudores de dudoso cobro. La recaudación ejecu·
tiva ha estado prácticamente paralizada durante los años fiscaliza..
dos, como se deduce de que las certificaciones de descubierto.
correspondientes a tos tres ejercicios, sólo alcanzan la cifra aproxi­
mada de tres millones. Se ha estimado el volumen de deudores de
dudoso cobro. rectificando previ2mente las cifras de deudores por
cuotas vencidas presentadas en balance y reclasificándolas por la
antigüedad del saldo, según datos facilitados por el Organismo, a
fin de poder utilizar un criterio de morosidad de aplicación
porcentual-25 por 100 para la antigüedad hasta un año, 50 ¡jof 100
para la de uno a tres años, 75 por 100 para saldos de tfes a cinco
ados y 100 por 100 para los de antigüedad superior a los cinco
años-.· La estiqtación de deudores de dudoso -cobro, siguiendo el
criterio expuesto, alcanza la cifra de 1.612 millones para 1981, el
50,7 por 100 del saldo rectificado' de deudores por cuentas
vencidas. Es de destacar el importe·de 600 millones en deudores
con uDJl antigüedad superior a los cinco .años, fundamentalmente
correspondientes al concepto de deudores por venta de terrenos y
polígonos residenciales.

En el concepto de «Deudores por arrendamiento» se han
detectado algunos grupos Que se encontraban en oferta de venta
durante los años fiscalizados y que durante varios ejercicios no se
facturaron como alquiler, ni se recogía contablemente su deuda en
ninguna otra cuenta. Por .el contrario, se. ha facturado por unos
albergues provisionales en la provincia de Murcia un importe de
hasta 13 millones de pesetas sin corresponder, por haber sido
concedidos en régimen de precario a los usuarios.

En el saldo de deudores aparece incluido el importe relativo a
las viviendas vacantes que, en correct§. contabilización,_ deberían
figurar en el inventario ciel Organismo. Según la información
facilitada, en el listado de ordenador correspondiente a viviendas
vacantes, su saldo alcanza los 517 millones de pesetas. No se ha
obtenido una certeza suficiente de la validez de este importe, por
su discrepancia con otra documentación revisada. Se observa una
demora de varios años en la. adjudicación de dichas viviendas:
Parte de las vacantes de 1979 se adjudicaron en, 1981, quedando
actualmente aún 93 viviendas pendientes de su correspondiente
adjudicación.

Analizada la cuenta «Ingresos partidas pendientes de aplica..
ci6n» por su relación con el grupo de deudores-, se ha constatado
que frente a los saldos mínimos y excepcionales que deberia
presentar, mantiene un saldo superior a los 2.000 millones en cada
uno de los ejercicios, integrado por ingresos de muy diversa
naturaleza: Importes de sanciones, retenciones, pagos de deudores
por venta de terrenoS a plazo... Por atta parte, en esta cuenta
deberían figurar las partidas incorrectamente imputadas a otras
cuentas, en.base a estImaciones globales y que en 1981 alcanzaron
la suma de S.796 mmanes. Un ejemplo de imputación incorrecta
se encuentra en el funcionamiento de las llamadas por el Orga­
nismo «cuentas cero», en las que se recogen los pa~os de las deudas,
procedentes de ventas en escritura pública, recibidos a través del
Banco de España, Delegación de Hacienda y Direcc'Íón General del
Tesoro, sin hacer una aplicación correcta e individual al deudor
correspondiente.

Junto a esta deficiente contabilización, efectuada en base a
estimaciones y a la carencia de soportes contables adecuados, que
impiden conocer la auténtica realidad' patrimonial y la antigüedad
de los saldos presentados, se han detectado debilidades en la
g~stión. Numero~ vi.v~endas quedan pendientes d~ f~cturar a los
CIerres de cada eJercIClo, debIdo a falta de segUImIento en el
cumplimiento de los planes anuales, a retrasos en la recepción de
viviendas, e·n el enVÍo de documentación al Instituto... Este
deficiente funcionamiento del Instituto-se destaca en el siguiente
cuadro, a cuyas cifras habría que añadir las viviendas afectadas por
la Orden comunicada de' 24 de mayo de 1979, para los barrios de
Madrid incluidos en las oPeraciones de remodelación y realoja­
miento, que tenían 648, 3.500 Y 6.880 viviendas pendientes de'
facturar para los ejercicios 1979, 1980 Y 1981.

Pendiente de facturar
Año de Sin terminar

programadon a 31-12·1981
1979 1980 1981

1962 .. . ...... .. - 1.479 1.479 1.479
1964 . ....... ... , ... - 75 75 75
1967. . 58 973 973 973..



BOE núm. 256 Viernes 25 octubre 1985 33837

Asimismo se ha detectado, como pendiente de taeturar, un
elevado número de viviendas en arrendamiento y acceso diferido.
que se encontraban en oferta de ventas, situación esta en la que el
adjudicatario es titular de la posesión, no transmitiéndosele la
propiedad hasta el J!l0mento de la firma de la escritu~ públ.ica.
Desde el punto de VIsta contable no se encuentran recogIdas iu en
el inventario del Organismo ni en deudores. El Instituto no las
facturó durante varios años por considerar que estaban en· oferta de
venta, .sin tener en cuenta SU situación real de estar ocupadas por
inquilinos o por adjudicatarios que se encontraban en posesión de
la vivienda. Correspondientes a los años fiscalizados se han
encontrado en esta sItuación un total de 9.944 viviendas, pendien­
tes aún de facturar en abril de 1984.

No se cobran intereses de demora por los pagos atrasados ni los
correspondientes al período en que la facturación, por cualquier
motivo, estuvo interrumpida. Referentes a 1981 se han detectado
16.153 recibos dejados de facturar.

1.6 Tesorería.-Los saldos al 31 de diciembre de los ejercicios
fiscalizados, según balances del Institut~, son los siguientes:

1.6.1 Caja.-La .contabilidad del Organismo sólo ofrece los
saldos de la cuenta existente en la Depositaria ·de los Servicios
Centrales, cuyo funcionamiento, efectuada la prueba de arqueo y
otras selectivas adicionales, es satisfactorio. De las cajas existentes
en los Servicios Provinciales no figura ningún saldo en los balances,
a pesar de que consta su existencia, aunque de reducida cuantia,
por las actas de arqueo recibidas de Gerona y Teruel, en contesta­
ción a la circulación enviada. '

1.6.2 Banco de España.-El único saldo que figura en lós
balances es el correspondiente a la cuenta número' 127 de 'los
Servicios Centrales en el Banco de España. En la verificación de la
conciliación bancaria, que el Organismo ha efectuado al final de
cada ejercicio, se han encontrado varias partidas en el ejercicio'de
1979 que, a pesar de haber sido identificadas, no se reclasifican,
sino que se arrastran en los siguientes, junto a nuevas incorporacio­
nes.

Respecto a la cuenta número 524 que los Servicios Centrales
mantienen abierta con el carácter de «8 justificar», solamente se
lleva un control extracontable mediante un libro auxiliar. Dicha
cuenta recoge los fondos destinados a gran número de operaciones,
entre las que destaca el pago de expropiaciones en la remodelación
de Madrid. Su saldo, confimiado por certificación del Banco eJe
Espaila, era de 532 millones al final de 1981. .

Con similar carácter de «a justificarn, los Servicios Provinciales
tienen abiertas cuentas en las sucursales respectivas del Banco de
Espafta, de las cuales los Servicios Centrales no poseen registros ni
fichas individualizadas. Las certificaciones recibidas, en contesta·
cióo a la circulación al Banco de España y a los Servicios
Provinciales, ban permitido recomponer el saldo de 145 millones
al final del ejercicio de 1981, entre las 54 cuentas detectadas.

Caja.... .. ..
Banco de España" " .
Otros Bancos e Instituciones de eré

dilo,.... . .. , .. , , ....
Tesoro público, , , .. , ..

Año de
propamaci6n

1969.
1970 .
1971 ..
1972 .
1973 .
1974 .
1975.
1976 .
1977 .
1978.
1979 .

Pendiente de raclurar
Sin lC'rmin.r
.31-12-1981

1979 1980 1981

- - - 456
190 - - 310
98 6.052 6.052 6.052

- 558 558 558
255 1.131 1.131 1.131

1.833 90 965 1.061
526 344 367 762

4.718 30 523 2.713
6.781 - - 480
1.766 - - 123
4.320 - - 1.082

20.545 10.732 12.123 17.255

Millones de Pesetas

1979 1980. 1981

21 22 67
776 1.190 1.036

- - -
19.348 12.394 7.944

20.145 13.606 9.047

1.6.3 Otros Bancos e Instituciones <le .crédito.-Los balances
del Instituto no presentan saldo alguno de estas cuentas. Ante la
carencia de libros, listados o fichas que infonnasen de su existencia
y de s~s respectivos saldos se han efectuado distintas pruebas
alternatIvas, fundamentalmente circularizaciones a las Entidades
bancarias y a lo~ Serv.lcíos Prov.inciales del Organismo, que han
confirmado Ja eXistenCia de las mismas. A efectos de análisis se han
clasificado en tres ~partados:

1.6.3.1 Cuentas abjertas en Bancos Oficiales.- Durante el
ejercicic de 1981 el Banco Hipote~rio emit!ó 17 abonarés ~ favor
del Instituto que suman en S,U totalidad la Cifra de 1.462 mIllones,
de los cuales el Organismo ·tenia plena disponibilidad y que
correspondían a abonos por cuenta y orden de los promotores del
plan especial para construcción de viviendas, en And~lucia, Ca~a~
rias y Extremadura (PACE) y a los que. el 10S11tuto habla concedIdo
préstamos. El Banco Hipotecario reahzó los mencionados abonos
desde el 11 de septiembre hasta el 31 de diciembre de 1981, como
consecuencia de los préstamos hipol ecarios que concedió a los
adquirentes de dichas viviendas, abonándolos directá"mente al
Instituto. El saldo de 1.462 millones se mantuvo en el Banco
Hipotecario hasta el 14 de septiembre de 1982, fecha en la Que éste,
cumpliendo instrucciones del Instituto ingresó dicho importe
directamente en la Delegación de Hacienda de Madrid.

1.6.3.2 Cuentas en Cajas de Ahorro y Bancos privados.-Con
referencia al periodo de los años fiscalizados se ha detectado la
existencia de 194 cuentas abiertas a nombre del Organismo en
Cajas de Ahorros y BaDcos privados, que sumaban un total de 367
millones a finales de 1981. El origen de sus fondos es muy diverso:
Procedentes de cobros de aportaciones iniciales de viviendas y
locales, de alquileres de fincas, de partidas presupuestarias, de los
intereses de las propias cuentas bancarias. Dada la falta de registro
y contabilización, no ha sido posible hacer un seguimiento de sus
movimientos. Excepto 40 cuentas abiertas para el pago de retribu­
ciones al personal en activo, las 154 restantes carecen de autoriz~­
ción, incumpliendo lo ordenado en la Ley General Presupuestana
(aniculo 110, 2).

Merece destacarse, por su irregularidad, la actuación de deter­
minados Servicios Provinciales en este tema. Así, Cádiz destaca
sobre todos los demás en razón del mayor número de cuentas
abiertas durante los años fiscalizados. Se han detectado 48 cuentas,
donde en conjunto se han remansado los 'mayores saldos: 143
millones al cierre de 1981. En el fimcionamiento de estas cuentas
abiertas sin autorización y que carecen .de la oportuna contabiliza­
ción y conciliación se han observado numerosas deficiencias: No
están todas a nombre del Instituto; no son, en todos los .casos,
funcionarios responsables del Organismo las firmas autonzadas
para la disposición de sus saldos, mientras que a veces figuran, con
fmna de disposición, funcionarios que no han sido dados de" baja,
a pesar de haber cesado en el Organismo. Existen cuentas con firma
solidaria. Se han expeqido talones al portador. Se ha hech.o una
apUcación impropia de los intereses devengados en canudades
importantes. Se han destinado 12 millones a la compra de
certificados de depósito de Entidades bancarias. En AIgeciras se ha
manejado una caja ~B» con fondos del Organismo para gastos no
presupuestados o cuyo fin. se ignora. .'

El día 23 de julio de 1984 el ilustrísimo señor Director general
del Instituto comunicó al excelentísimo señor Presidente del
Tribunal de Cuentas, en escrito número 46.037, la comprobación
de uso indebido de parte de los fondos públicos depositados en una
cuenta abierta en una Entidad bancaria, en Algeciras, cuya cuantifi­
cación, independiente de las ampliaciones' Que procedieran, alcanza
4.930.198 pesetas, a los efectos de iniciar el correspondiente
expediente de reintegro por alcance.

En los ~icios Provinciales de Vizcaya han mantenido abier­
tas dos cuentas bancarias con fondos del Organismo, de las que se
dispuso mediante talones al ponador y de ventanilla sin justificar
su destino. Los fondos dispuestos durante 1981, incrementados por
el importe de nuevos talones emitido~. du~ant~ .198~ y 1983.
ascienden a 13.613.260 pesetas. Estautlhzaclón lDJllstificada fue
comunicada por escrito número 22.889, de 30 de marzo de 1984,
elevado por el ilustrísimo señor Director del Organismo al Tribupal
de Cuentas, a los efectos de un posible expediente de reintegro por
alcance.

En la provincia de Murcia se han encontrado abiertas 10
cuentas, en una de las cuajes existe un devengo de intereses durante
los tres años fiscalizados del orden de 827.132 pesetas. En el destino
dado a estos intereses se han observado aplicadones impropias,
principalmente compra de' gasóleos, gastos de teléfono y otros
gastos de la Dirección Provincial del MOPU, e iqcluso existe una
partida de cuenta de la Gerencia para el Desarrollo Económico de
la Cuenca del Segura. Consta que esta aplicación incolTecta de los
intereses se ha mantenido durante los ejercicios 1982 y 1983 Yse
ha extendido a otra cuenta bancaria, ascendiendo el total de
intereses irregularmente dispuestos a 933.299 pese~s.
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1.6.3.3 Cuentas recaudadoras manejadas por la Compañía
mercantil «Hermanos Alonso Garrán. Sociedad Limitada».-Con
fecha 5 de septiembre de 1975, previo concurso público de
adjudicación, se contrató con la Sociedad, «Hermanos Alonso ,
Garrán, Sociedad Limitada», la gestión de cobranza en período
voluntario, en todo el territorio nacional. de los créditos a favor del
Instit~to Nacional de la Vivienda Que no estuvieren garantizados
por hipoteca. Este contrato se formalizó en documento administra·
Ü,'-O el 5 de septiembre de dicho año, y se elevó a escritura pública
el 2 de diciembre sie:uiente.

Para recoger los lOgreSOS de la recaudación se abrieron cuentas
en la Banca privada, que funcionan, ,en general, como cuentas
receptoras, que después envían sus fondbs a una cuenta centraliza­
dora, desde la que se hace frente a los- pagos al Tesoro Público.

Se ha comprobado la existencia de 112 cuentas con fondos
propiedad del Instituto, sobre las que ni los Servicios Centrales del
Organismo, ni los Servicios Provinciales hacen ningún tipo de
seguimiento -no las registran, ni concilian e incluso las descono­
cen-. No todas estas cuentas tienen limitada su disposición, ni
figuran a nombre del Organismo., (Se ha detectado la existencia de
una cuenta que permanece abierta_ durante el periodo fiscalizado a
nombre de la Entidad recaudadora con fondos del Instituto.) A
veces, en una misma oficina aparecen abiertas la cuenta del
Organismo y otra particular a nombre de la Sociedad recaudadora,
coincidencia que puede provocar confusión en el destino de los
ingresos. .

U. Sociedad «Hermanos Alonso Gamin, Sociedad Limitada»,
en su escrito de 12 de septiembre de 1984, confirma no llevar
control individualizado de las, mismas y no poder facilitar la
conciliación de sus saldos. No se ha dispuesto, por tanto, de libros,
fichas u otra documentación 'básica ni se han recibido las certifica­
ciones bancarias suficientes, contestando a la circularización efec­
tuada, ni se han facilitado los importes de las remesas en camino
entre las distintas cuentas receptoras y la centralizadora... Todo ello
ha impedido cuantificar totalmente los saldos de los años fiscaliza·
dos. No obstante, se ha observado cómo el ingreso efectuado al
Tesoro por la Sociedad recaudadora, en cuanto se refiere al 31 de
diciembre de 1980, es inferior en 48 millones al saldo total de tao
relación recibida de la propia Sociedad.

Por otra parte, la gestión del contratista en el periodo exami­
nado estuvo garantizada mediante un aval de 30 millones de
pesetas. prestado por una Entidad privada de crédito y custodiado
en la Caja del Organismo, en contradicción con lo dispuesto por el
artículo 113 de la Ley de Contratos del Estado, que dispone se
deposite en la Caja General de Depósitos.

En la actualidad, esta garantía se ha sustituido por otra prestada
por el mismo avalista por 200 millones de pesetas y respecto del
cual, además del defecto anterior, se aprecia que su plazo de validez
se limita a tres años, cuando en virtud del articulo 376, apartado
S, del Reglamento General de Cootratos del Estado habria-de
contener la mención expresa de su validez hasta que la Administra­
ción autorice su cancelación. y que falta referencia al bastanteo
exigida por el articulo 377 del citado Reglamento. Esta deficienci~
debería subsanarse con el fin de evitar una eventual lesión o
perjuicio para los intereses públicos.

Por su relevancia, y aunque se refiere a período posterior al que
abarca esta fiscalización, se ha de citar el contrato de 3 de febrero
de 1983 que regula las relaciones con la Sociedad recaudadora.

En este contrato, actualmente en vigor, se han introducido
modificaciones sustanciales sobre el contrato de 1975, que deberían
haber supuesto un nuevo contrato, en cuya preparación yadjudica­
ción, contenido y duración, se tuvieran en cuenta las normas del
Decreto de 4 de abril de 1974. Se ha observado:

- Carece, después de más de un año, de escritura pública, a la
que deberla haberse elevado dada su cuantía (articulo -lO).

- No hay constancia de su clasificación como contratista. ni
siquiera de haber solicitado la misma. en la que debiera haberse
señalado los elementos personales y materiales de ~u organización.
Sobre estos últimos, se hace resaltar el hecho de que se trata de una
COT:1pañía mercantil, con régimen jurídico de limitada y con un
capital ..social de 200.000 pesetas (articulos 2~ 13 Y transito­
ria 2.a).

- Ha habido alteración c1el precio sobre el establecimiento en el
contrato anterior (artículo 6).

- No se han tenido en cuenta los principios básicos de la
contratación administrativa, principalmente el de la publicidad y
concurrencia en la adjudicación (art. 13 del texto articulado de la
Ley de Contratos del Estado, en su actual redacción dada por la Ley
5/1973, de 17 de marzo). .

Por todo lo expuesto, se estima que el contrato al ~ue nos
estamos refiriendo pudiera estar afectado de causa de nuhdad de
pleno derecho, por omisión total del procedimiento legalmente
establecido para dictar el acto admimstrativo que le siTVe de
soporte (artículo 41 del Reglamento General de Contratación del
Estado de 25 de noviembre de 1975. en relación con el artículo 47

de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958),
~, en ~odo caso, halla~se in~ury,~ en causa de anulabilidad, por
mfraccIón del ordenamIento Jundico (artículo 44 del citado Regla­
mel'!-to y 48 de la Ley de Procedimiento Administrativo). Por lo que
debIera procederse a su revisión de la forma establecida por el
título V, capitulo l. de la citada Ley,

1.6.4 Tesoro Público.-Este Organismo viene utilizando desde
su creación el Servicio de Tesorería del" Estado y las operaciones del
Tesoro vienen reflejadas en una doble vertiente; por un lado, las
operaciones tie ingresos y pagos en las Delegaciones de Hacienda,
y de otra parte, la cuenta de depósito que el Organismo tiene en el·
Tesoro Central. "

Respecto a las primeras, efectuada la verificación oportuna y
ratificado por la Dirección General del Tesoro, se ha comprobado
la conformidad del saldo,

Con relación al saldo de «Tesoro-Delegacíones~, la actuación
del Organismo es la de_efectuar las comprobaciones específicas de
ingresos y pagos y sus consiguientes rectificaciones. Desde 24 de
abril de 1979 la cuenta «Tesoro Público» aparece sobrevalorada,
como conses;uencia de un error habido en el propio Tesoro que fue
imputado por el Organismo a esta cuenta y compensado contable­
mente con la cuenta acreedora «Ingresos pendientes de aplicación».
Se ha mantenido esta contabilización hasta que, atendiendo las
indi~i0!1es durante la fiscalización, el Organismo lo comunicó a
la Dirección General del Tesoro, que procedió a su rectificación y
por su "cuantía de 2.072 millones de pesetas, en 2 de junio de 1984.

1.7 Fianzas y depósilps recibidos. "

1.7.1 Legislación y control.-EI Real Decreto 2960/1976, dé 12
de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la
Legislación de Viviendas de Protección Oficial, incluyo en su
artículo 33, entre otros medios económicos, el 70 por 100 del·
importe total de las fianzas de alquileres ya reguladas en el Decreto
de 11 de marzo de 1949, que obligatoriamente deberán depositar
los propietarios arrendadores de viviendas a favor del Instituto,
bajo la forma de depósito sin interés. También se exige el depósito
de fIanzas a los suministradores de servicios complementarios de
la vivienda o local de negocio, tales como fluido eléctrico, agua, gas
u otros análogos.

Los propietarios o empresas obligadas a constituir depósito de
fianzas a favor del Instituto pueden efectuar tal depósito mediante
la adquisición de papel de fianzas o acogiéndose al régimen
concertado.

1.7.1.1 Papel de fiartzas.-u. venta de papel de fianzas, creado
por el artículo 1.0 del Decreto de 11 de marzo de 1949 y emitido
por el 1 nstítuto, se realiza a través de las Cámaras Oficiales de la
Propiedad Urbana, de acuerdo con el Convenio suscrito con el
Consejo Superior de Cámaras con una vi~encia de cinco años a
partir del I de enero _de 1980. Dícho Consejo se compromete a Que
las Cámaras dependientes del mismo realicent dentro de sus
respectivas demarcaciones, el servicio de venta, recaudación y
cancelación del papel de fianzas, percibiendo, en concepto de
comisión, el 3 por 100 del importe de la totalidad del papel
vendido, y cuya recaudación hayan inwesado en el Tesoro Público.
Según el Convenio, esta comisión gIra asimismo sobre el papel
devuelto.

Dicha comisión se hará efectiva mediante \lna autoliquidación
trimestral del premio de cobranza, que será practicada por las
Cámaras dentro de los quince dias siguientes a la terminación de
cada trimestre natural.

El Instituto, en linea de continuidad con los anteriores concep.­
tos, no presenta un adecuado sistema de control. No cruza los
ingresos efectuados por las Cámaras en las Cajas de las Delegacio­
nes de Hacienda con las cuentas rendidas trimestralmente. Actual­
mente la falta de control es tal, Que las cuentas rendidas trimestral­
mente por las Cámaras y que deben ser fiscalizadas por la
Intervención Delesada, se encuentran pendientes de fiscalización
desde el 31 de diCIembre de 1979,

Esta falta de control se manifiesta en la reducida fiabilidad de
sus cifras y en el retraso con que las Cámaras realizan sus ingresos
y presentan sus cuentas, incumpliendo el contenido del convenio
firmado, por el cual «1a cantidad recaudada por cada Cámara
mensualmente por venta de papel de fianzas, incluido el adquirido
fuera de plazo, se ingresará en el Tesoro el primer día hábil del mes
siguiente». Durante los ejercicios 1980 y 1981 sólo el 70 y 62 por
100, respectivamente, de las Cámaras cumpUan esta cláusula del
Convenio. Destaca ·por su incumplimiento la Cámara de Valencia,
que además de hacer las liquidaciones trimestrales y no mensuales.
el íngreso de la liquidación durante 1980 y 1981 lo ha efectuado con
un retraso medio de doce y dieciséis meses, respectivamente. Como
consecuencia, a enero de 1981 la Cámara de Valencia había
retenido ingresos pertenecientes al Instituto por importe de 73
millones. En el momento de la presente fiscalización, esta Cámara
tiene pendientes de justificar 121 millones, según "certificacíohes
aportadas por la misma (20 millones pendientes de ingreso de 1982
y 101 por las ventas durante los tres primeros trimestres de 1983l.



Las deficiencias de control, anteriormente expuestas, y la
carencia de registros adecuados, ha impedido comprobar la reali­
dad de los saldos presentados. Ante la imposibilidad de verificar los
saldos, se procedió a analizar los ingresos que por este. concepto
tuvo el Instituto, cuyos importes se recogen a continuación:

Millones de pr:selas

1979 1980 1981

Fianzas Decreto 11 de marzo de
1949 .......... 14.053 16.566 18.771

De arrendatarios de viviendas y
locales propiedad del INV 6 6 6

Total 14.059 16.572 18.777

En su verificación, además de obtener su composición por los
realizados en las Delegaciones de Hacienda, se tomó inicialmente
una muestra de seis Delegaciones. El examen de la muestra
evidenció anomalías en su contabilización. No se imputaban
'correctamente al ejercicio correspondiente, ni a la cuenta de
Fianzas; no se contabilizaban los procedentes de las Cámaras por
sus importes íntegros, sino por los netos ingresados., obtenidos tras
deducir ~r las Cámaras el premio de cobranza, el importe retenido
a disJ)OsIción del Instituto Vlas devoluciones de papel cancelado

Ante las anomalías detectadas, se amplió la muestra hasta
analizar la totalidad de los ingresos procedentes de las Cámaras
para los años 1980 y 1981, en que dichas anomalías presentaban
mayor incidencia. En el cuadro siguiente se ofrecen los ingresos
reales integros, obtenidos una vez efectuadas las oportunas correc­
ciones a los ingresos según libros del Instituto por los siguientes
conceptos:

Sin embargo, considerando únicamen-te los datos que constan en el
Instituto, lo pendiente asciende a 226 millones. .

. 1.7.1.2 Concienos.-Es aplicable el réJimen de fianzas concer­
tadas a Empresas suministradoras de servIcios y a propietarios que
tengan un volumen de fianzas a depositar :;,uperior a 5.000 pesetas.
Sustiluyen la adquisición del papel de fianzas por el ingreso en
Caja, en las Delegaciones de Hacienda y a disposición del Instituto,
del 90 por 100 de las fianzas recibidas de los arrendatarios o
usuarios, reservándose el 10 POi' 100 restante para la devolución de
las fianzas exigidas y para liquidar las responsabilidades a que
aquéllas estén afectas.

A panir de 1981, se ha dejado de enviar el impreso de
autoliquidación, que se venía mandando a los titulares de los
conciertos, y que a partir de dicha fecha debe ser solicitado por los
mismos al Servicio de Fianzas. Este cambio en el procedimiento
establecido se ha realizado sin previo aviso a los titulares, con 10
que posiblemente; esta medida haya afectado a los ingresos poten-
ciales. . •

Los importes referentes a este concepto no son contrastados
suficientemente y, a veces, no se posee la debida documentación
que permita su comprobación. En una muestra seleccionada, que
incluía 110 expedientes de concienos, se ha puesto de manifiesto
el escaso seguimiento: 46 expedientes incluían como última decla­
ración, en el momento de realizar esta fiscalización (segundo
semestre de 1984) la correspondiente a 1982, 121a de 1983. 31a de
1984 y los 49 restantes se remontaban a declaraciones anteriores a
1982. Los conciertos ñúmeros 2.269 y 2.763, incluidos en la
muestra, han ingresado sus importes en la Caja General de
Depósitos, sin que el Servicio de Fianzas haya hecho ninguna
8estión' par~ traspas~r el saldo a la cuenta del Instituto y, asimismo.
de los conciertos numeros 3.710, 3.720, 3.271 Y 2.840 no aparece
el ingreso de los importes correspondientes, Que suman en total
1.273.582 pesetas, sin que se haya actuado en vía ejecutiva, tal
como preveía el Decreto de 1J de !DaTZo de· 1949.

I.7.2 Contabilización.-Los saldos. que por este concepto pre­
senta el Instituto en sus balances de los años fiscalizados Soon los
siguientes:
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Millones de pesetas

1979 1980 1981

2.075 2.506 2.312
(286) (359) (170)

362 191 279

- 18 2
- 55 70

- - 3

2.151 2.411 2.496

- Por liquidaciones: Se han deducido los ingresos correspon­
dientes a ejercicios anteriores y sumado los liquidados y no
cobrados, imputando a cada -ejercicio presupuestario los derechos
liquidados en el mismo. Corresponden a las cuentas liquidadas por
las Cámaras dentro del año. pero .aún no imputadas por deficlen
cias de control.

- Por fondos retenidos por las Cámaras: Estos fondos reteni­
dos, en concepto de depósito a disposición del Instituto, a fin de
atender a las devoluciones por venta de papel de fianzas, deben se
contabHizados, incrementando los ingresos.

- Por premio de cobranza: El Instituto contabiliza por ingresos
netos, una vez hecha efectiva esta comisión de cobranza en la
autoliquidación trimestral de las Cámaras, incumpliendo el
Decreto que regula las fianzas y el artÍCulo 58 de la Ley General
Presupuestraria, que obligan a la contabilización por el impone
íntegro. Tampoco se aplica la dotación presupuestaria para este
concepto de los ejercicios 1980 y 1981.

Por otra parte, la actuación del Instituto respEcto a las Cámaras
no se ajusta al Convenio suscrito, y.a que el Organismo ~xige que
la comisión sólo gire sobre el papel realmente vendido y no sobre
la totalidad de papel de fianzas, vendido o devuelto, como se
establece en el Convenio.

- Por ingresos no imputados correctamente: En 1981 se conta
bilizaron erróneamente en otras cuentas 2.957.736 pesetas.

Como ya ha Quedado señalado, uno de los recursos financieros
del Instituto viene fijado por el 70 por 100 del total de las fianzas
constituida-s en el ejercicio, tal como se recoge en el Real Decreto
citado 2960/1976, de 12 de noviembre.

Dado Que los ingresos de papel de fianza se contabilizan por el
neto..,- no sobre el total de papel vendido, la imputación a la cuenta
de liquidación del presupuesto ha sido inferior en 1.567 millones
para los tres ejercicios fiscalizados.

1.7.3 Inspección de fianias.-Los inspectores son designados
por el Instituto y tienen la consideración de funcionarios públicos
en el ejercicio de sus funciones. La plantilla de Inspectores en 1979
ascendía 8 30 plazas, de las cuales sólo estaban cubiertas ert el mes
de noviembre 17, existiendo, por lo tanto, zonas geográficas que
carecían del correspondiente Inspector. No se ha obtenido la
información precisa para conocer la plantilla existente en los dos
ejercicios siguientes.

No·ha sido posible obtener una muestra de las actas levantadas.
a fin de examinar la actuación de los Inspectores, por no haber sido
falicitadas. Tampoco se ha podido conocer 195 criterios de sus
actuaciones. La mayoIÍa de los Inspectores compatibilizan su
profesión libre con la actividad de inspección, Que cada uno ejerce
en su zona, sin coordinación entre sí y con plena independencia del
Instituto, del cual no reciben directrices para su actuación. De todo
ello, se deduce Que el Organismo no ejerce control alguno sobre ,la
inspección de fianzas. ,

Su retribución está fijada en un porcentaje de las multas y
rcargos que impongan en el curso de sus actuaciones, se$ún el tipo
de acta Que levanten. El Instituto no obtiene participaCión alguna
en las multas, que se reparten fundamentalmente entre el Inspector
y la constitución de un fondo de inspección a repartir proporcional
mente entre los Inspectores. El fondo correspondiente a J982. que
asciende a 8.768.609 Pesetas, está aún pendiente de reparto, a pesar
de las reclamaciones de los Inspectores, debido a Que la Inten'en­
ción Delegada en el Instituto entiende que no se les puede
reconocer esta retribución adicional, de acuerdo con una resolución
del propio Organismo de diciembre de 1980.

Dicha resolución, aun manteniendo las dotaciones a dicho
fondo, al que no se Je asigna ninguna otra finalidad, tampoco
reconoce expresamente el derecho de los Inspectores a participar en
su reparto.

El Instituto ha abierto expediente al Inspector coordinador por
su actuación irregular en Gerona, denunciada por el lnstitulO

Ingresos según libros
Ingresos eJercicios anteriores
Ingresos hquidados y no cobra-

dos .....
Retenido_ a disposición del lnsti­

tuto
Premio de cobranza
Ingresos no imputados correcta-

mente .

1981

2.312
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1980

2.056

Millones de pesetas

1979

2.075Ingresos según libros .,
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Catalán del Suelo en escrito de fecha 7 de julio de 1983. El
procedimiento establecido requiere que las. actas levantadas por los
Inspectores sean enviadas al Instituto para que éste las apruebe y
comunique al denunciado. Desde este momento, las actas son
firmes y el infractor está obligado a hacer el Ingreso del principal
más la sanción en la Camara correspondiente. El Inspector recibe
a través del Instituto su participación en la sanción, por medio de
la cOlTespondiente liquidación, previa retención legal fijada
por IRTP.

En la actuación denunciada el Inspector coordinador. levanta·
das las actas de invitación números 2.886, 2.887 Y2.888, se dirigió
a la Cámara de Gerona, dando instrucciones a ésta para que el
importe de su participación en el recargo le fuera transferido a una
cuenta corriente abierta a su nombre., De esta fonna, se le abonó
en su cuenta 745.766 pesetas,' sobre un principal de 3.728.830
pesetas, de las cuales únicamente se han ingresado en el Instituto
¡9.030 pesetas. quedando aun pendiente el acta numero 2.886, sin
que el Instituto haya podido aclarar cual es su situación actual y sin
Que se haya explicado por que se ha efectuado el ingreso del recargo
y no del principa1.

1.8 Gastos de personal y retenciones.-Se ha elaborado una
estadistica del personal que ha permitido con~tatar la reducción en
235 personas de la plantilla del Organismo durante el periodo
fiscalizado, y, por otra parte. el incremento del coste unitario medio
en un 52 por lOO, pasando de 733.000 pesetas en 1979 a 1.114.000
pesetas en 1981.

Verificada una muestra correspondiente a los gastos de personal
de -los meses de mayo y diciembre de los tres ejercicios. se ha
comprobado que la cuantificación y el control de las nóminas es
conforme a la nonnativa vigente. .

En relación con las cuotas de la Seguridad Social, que compren­
den las de todo el personal y cuyo pago se realiza normalmente. se
ha observado una diferencia entre el saldo reflejado en la cuenta del
balance «O~smos de la Seguridad Social, Acreedores» y la
deuda pendIente de liquidación, obtenida del examen de las
liquidaciones de cotizaciones realizadas por la Sección de Régimen
de Personal. Esta diferencia asciende a 33.226.338 pesetas para
1981. Segun la información facilitada. en el balance sólo se recoge
la deuda correspondiente a la provincia de Madrid, irtcumpliéndose
el articulo 3.1 de la Orden de 16 de junio de 1978. Esta misma
deficiencia contable se mantiene en la cuenta «Hacienda Publica,
acredores por Renta Personas Físicas». .

El concepto «Acreedores por honorarios facultativos» deberla
aparecer en su contabilidad debidamente segregado, dada la impor~

tante cuantia de sus saldos. que supera los l.659 millones en el
ejercicio económico de 1981. Examinados los litados de los
honorarios percibidos durante los ejercicios 1980, 1981 Y 1982, y
comparados con los facilitados por la Intervención Delegada.
surgen diferencias entre ambos., que superan los 103 millones en
1982. La falta de control interno de los pagos realizados a
profesionales hace extremadamente compleja su fiscalización. En la
muestra analizada se ha observado que si bien entre los perceptores
de honorarios profesionales figuran funcionarios del Instituto, el
devengo de tales honorarios, excepto en uno de los casos analiza­
dos. ha sido anterior al Real Decreto 1086/1977, de 13 de mayo,
que prohíbe percibir a los fu,ncionarios otras remuneraciones, «ni
siquiera por confección de proyectos, dirección o inspección de
obras o presupuesto. asesorías o emisión de dictámenes o iofor­
mes~~. Segun información del Servicio de Contratación y Promo­
ción Concertada, un Acuerdo del Consejo de Ministros de 8 de
febrero de 1977 -anterior al Real Decreto citado- convalidó el pa~o
de honorarios devengados por los Tecnicos facultativos del MiOls­
terio de la Vivienda y sus Organismos autónomos, por ·trabajos
encargados antes de la vigencia de este Acuerdo.

1.9 Gastos e ingresos financieros.

1.9.1 Gastos financieros.-Los importes imputados a la cuenta
de e..... plotación. de los ejercicios fiscalizados se recogen en el
siguiente cuadro, desglosados por conceptos:

Millones de pesetas

1979- 1980 I{,lSI

Interés cedulas (emisión 1956). 110 109 107
Interés cédulas (emisión 1958). 2 - -
Intereses subvención del Estado 1.471 1.662 -
Intereses Banco de Crédito a la

Construcción. 601 531 388

2.184 2.302 495

El cargo por «IntereseS Cédulas Emisión 195~ esta mal
calculado, por haber contabilizado los pagos anuales realmente
efectuados y no los devengados en cada uno de los ejercicios y en
correcta imputación de las obligaciones reconocidas. Ademas. el
cálculo de los intereses es incorrecto, ya que el Organismo no
considera que el principal va disminuyendo con las su~ivas

amortizaciones, pues toma como base para todo el ejercicio el­
capital vivo existente al principio del mismo, sin disminuirlo en la
parte que se amortiza anualmente el 30 de abril y que, lógicamente,
no devenga interés a partir de esa fecha. El exceso de intereses
Imputados en esta cuenta en 1981 se cifra en 1.506.800 pesetas, de
acuerdo con las rectificaciones expuestas.

En la cuenta «Intereses Subvención del Estado» el Instituto
engloba en una sola partida tanto los intereses del ejercicio como
los de demora, que ha sido de veiJ?ticinco y treinta y cinco meses
para los años 1979 y 1980, respectlvam~nte. Este retraso. pr,?,:oca.
por seguir el principio de pago, que se Impute a cada eJerciCIO el
importe correspondiente a ejer(:lcios anteriore~. E~ 1981 no se
contabiliza nada por haberse retrasado la fiquldaclon y ~o de
1980 y los intereses correspondientes a 1981 están aún pendientes
de pago al terminar la presente fiscalización. Debido a este retI'8:s~
ya la no aplicación del principio del devengo,.los saldos contablll­
zados no son representativos, pues aparecen infravalorados en 152.
254 Y 2.162 millones en cada uno de los afias fiscalizados.

El cálculo de «intereses del Banco de Credito a la Construcción»
ha sido correcto.

1.9.2 In~resos flnancieros.-Prescindiendo del r~ducido
importe debido a «renta d~ valores», el ~e~t~ de los. mgresos
financieros lo integran los (Qnterese~ ,de anuc~J?lOs y prestal!10S».
cuyo desglose, obtenido de la contabIlIdad auxlhar del Orgamsmo,
es el siguiente:

Millones de pesetas

1979 1980 1981

Intereses de prestamos acceso dife-
rido a la propiedad y compra-

204 433venta ...... 196
Intereses créditos hipotecarios 75 115 98
Intereses de demora vencimientos

impagados 6 6 5
Intereses de préstamos .. 183 528 1.099

460 853 1.635

Los saldos de los tres primeros conceptos se han determinado
en base a estimaciones de las Secciones de Administración y
Recaudación del Organismo, sin que éstas hayan podido explicitar
el procedimiento y la base de calculo utilizada.

En el concepto «intereses, de préstamo~ se contabilizan los
intereses por los préstamos concedidos a los promOtores que se
acogieron al Plan Especial para Construcción de Viviendas de
Andalucía, Canarias y Extremadura (PACE). La imputación de los
intereses a la Cuenta de Explotación de cada ejercicio se ha
realizado de acuerdo con el criterio del cobro efectivo. sin conside­
rar el momento de la liquidación. Esta imputación incorrecta
distorsiona de forma importante la información que presenta la
Cuenta de Resultados, pues mientras el saldo de los años 1979 y
1980 es inferior al que resultaria de una contabilización correcta. d
saldo del ejercicio 1981 es superior en más de 94- millones. por
cobrarse en este ejercicio parte de los intereses no cobrados en los
ejerCIcios anteriores.

Por otra parte, en los prestarnos que los promotores han
cancelado con la venta ál Instituto de las viviendas construidas,' es
decir, en los que el pago del prin~ipal e intereses ha sido r~a.lizado
por compensación con el precIO de compra de las VIViendas
adquiridas por el Instituto, la liquidación se ha efectuado en la
fecha del acuerdo de compra de las viviendas, cuando la fecha
correcta seria la de escritura de compraventa, que es el momento
en que el promotor cancela efectivamente el préstamo. Por los días
transcurridos desde la fecha tomada para la liquidación hasta el
cobro efectivo por compensación en escritura pública, el Orga~

nismo no ha cobrado intereses. .

1.10 /m'ersiones reales no inmoviJi=ado.-Este inusual con­
cepto contable aparece incorporado con esta denominación especí~
tica. que incluso no figura en su propio plan cont~ble .d~ 1977. en
el Debe de la Cuenta de Explotación de cada eJerciCIO con ·Ios
siguientes saldos:
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Millone~ de pesetas

1979 19S0 1981

Inversiones reales no inmovilizado. 41.430 55.371 57.785

El método seguido por el Instituto para obtener estas cifras ha
consistido' en deducir a los importes del capítulo sexto del
pres).Ipuesto de cada uno de los años (inversiones reales) los
lOcrementos anuales de las partidas del «Inmovilizado Material»-.

Por esto, e~ fácil concluir que, al haberse alcanzado su saldo a
partir de la deducción del incremento del Inmovilizado Material,
dicho saldo está afectado por todas las irregularidades expuestas
anteriormente en el área del Inmovilizado. Por otra parte, los
importes correspondientes a las adquisiciones de bienes materiales
para su exclusIvO uso y utilizacIón, deberían haberse llevado
directamente a su cuenta respectiva. Al ser contabilizados con las
demás adquisiciones del Instituto, objeto de su actividad normal,
la imputación a la cuenta respectiva exige el adecuado asiento
contable, que no se ha realizado. Por ello, e) Organismo carece del
soporte contable justificativo de estas operacione~.

Independientemente de estas consideraciones fonnales, se ha
comprobado que en 1980 se imputaron a esta cuenta 83.000.000 de
pesetas, por compra de 56 viviendas en San Roque (Cádiz),
operación que no llegó a ultimarse, a ..pesar de la autorización. del
Consejo de Ministros, sin que se hayan expuesto los motivos
exactos que lo motivaron. En 198.4 pennanece en el mismo capítulo

presupuestario, pendiente todavia d~ la resolución administrativa
que la anule. En semejante situacion se encuentra la dotación d~

8.000.000 de pesetas en 1981 para la expropiación de «La AlU':'
nara», en Algecims, que tampoco se llevó a cabo.

Un importe de 98.000.000 de pe~tas, relativo a la certificación
número 32, de -31 de diciembre de 1979, correspondiente a la
construcción de 1.516 viviendas en'el barrio madrileño de Orcasi­
tas, fue imputado incorrectamente al ejercicio de 1980.

La paralización de las obras en este mismo barrio originó el
pago a la Empresa constructora de una indemnización por daños y
perjuicios de 302.000.000 de pesetas en 1979 y 523.000.000 de
pesetas en 1980, importes incorrectamente integrados en el saldo de
esta cuenta: .

• Igualmente, otros 75.000.000 de pesetas, destinados en 1981 a
"pagar gastos de traslado"S de familias afectadas por programas de
remodelaciones, se imputan a «Inversiones reales no inmovili·
ud(»), cuando su aplicación correcta era «Otros gastoS)).

1. J I Otras áreas de la fiscalización.

1.11.1 Cuenta de Liquidación del Presupuesto.-Se han encono
trado, para los tres ejercicios que han sido objeto de'fiscalización,
diferencias entre las «Cuentas de Liquidación de Presupuesto» y el
Balance y Cuenta de Explotación. Estas diferencias (que se recogen
en el siguiente cuadro) se producen fundamentalmente por que en
la Cuenta de Liquidación se re~stran únicamente los derechos
realmente cobrados y no los liqUIdados y porque no se consignan
créditos en la cuenta del Presupuesto, cuyas dotaciones aparecen en
el Balance y Cuenta de Explotación.

1979 1980 1981

Concepto
Otros Otros Otros

estados estados estados
Cuenta finan". Diferenc Cuenta financ Difcrcnc Cuenta financ. Difacnc.liquid (Balance liquido (Balance Iiquid. (Balance

y cuenta y cuenta y cuenta. de exp.' d<." exp.) de exp.)

Cuentas a cobrar. ... ....... 17 8.767 8.750 4.766 13.296 8.530 (344) 18.277 18.621
(:apituJo Il (Dotaciones).

Cuentas a pagar. - - - 4.654 3.174 (1.480) 4.334 2.338 (1.996)
Capitulo 1lI (Recursos).

Amortización inmov. material
,

191 191 447 447 355 355.. ..... - - -

Capitulo 111. artículo 3.9 (Dotaciones).
Ventas ... . .. ... ..... ..... .. .... 3.633 11.435 7.802 4.710 19.301 14.591 4.440 32.066 27.626

Capítulo VI (Recursos).

Otros ingresos. 1.625 99 ( 1.526) 1.949 89 (1.860) 1.707 110 (1.597)
Capítulo Il, artículo 2.4 (Recursos). -

Reajuste inventario 1978. ..... ...... - 10.044 10.044 * - - - - - -

'* Re<"ogen las rectificaciones en 1" siguientes cuentas del Balance. Situación a ]1 de diciembre de 1978:

Cuentas de Activo

Inmovilizado financiero ...
Deudores.

Total variac. cuenta Activo ..

480
4

476

Acreedores.
Otros acreedores.

Cuentas de Pasivo

- 1849
- 7.719

9.568 - 10.044

1.11.2 PACE (Plan Andalucía, Canarias y Extremadura).-EI
Real Decreto--Iey número 39/1977, de 9 dt" agosto, concedió
créditos extraordinarios por un importe de 20.000 millones de
pesetas, con destino a la realización de un .plan adicional de
inversiones en Andalucía, Canarias y Extremadura, tendente a
paliar el desempleo. Del señalado impone fueron asignados 4.739
millones al programa· de construcción de viviendas sociales y
preparación del sucIo a realizar por el Instituto NacíoDal .de la
Vivienda. A su vez, el citado Real Decreto, en su artículo 5.0

autorizaba para que en los presupuestos del Instituto Nacional de
la Vivienda de los años 1978 y 1979, con la misma finalidad, se
incluyesen créditos por importe de 10.663 Y.8.293 millones,
respectivamente.

Entre las diversas aplicaciones dadas a estos créditos destacan,
por su cuantía,Jos prestamos a promotores y Entidades sin ánimo
de lucro, que ascienden, para el conjunto de los años eh que se
efectuó la inversión, a 11.559 v 2.167 millones, respectivamente. La -

autorización para establecer convenios o concertar con los promo­
tores. de viviendas de protección oficial, para dar cumplimiento al
PACE, se recoge en el Decreto 2380/1977, y la Resolución del
Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo de fecha 19 de
septiembre de J977 fija las condiciones de estos convenios. Entre
otra:s condicione~, se establece la pran~ía. mediante aval bancario
O hipoteca especial y expresa de los credItos, que devengarán un
interés anual del 10 por J00 desde la disposición del capital
prestado hasta su devolución, que efectuará el promotor en el
momento de la venta de las viviendas o, como máximo, transcurri­
dos tres años desde la fecha de su formalización o uno de la
terminación de las obras que ,no hubieran sido enajenadas en
documento público. ,

El plazo a que se refiere la última condición finalizó el 30 de
abril de 1981. Al 30 de septiembre de 1981, el Organismo tenía
pendiente cobrar 8.166 millones de pesetas de los préstamos
concedidos, y al 30 de junio de 1984 aún faltaban por reintegrar
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2.603 millones. A estos importes hay que sumar los intereses
devengados y no cobrados, que a131 de marLO de 1984, única fecha
pafa la que existe informacIón, ascendían a 993 millones.

1.I1.3 Contenciosos.-Con fecha 20 de julio de J984, se obtiene
información de los procedimientos contencioso-administrativos
correspondientes a los años fiscalizados. El Organismo manifiesta
que desconoce el contenido de la sentencia de 27 procedimientos
del año 1980 y de 13 del año 1981.

Por otra parte, no se ha conseguido información sobre los
pleitos civiles y laborales que se hayan podido interponer por o
contra el Organismo.

1. UA Expedientes de reintegro por alcanee.-Actualmente
están iniciados diversos procedimientos de reintegro por alcance:
El numero 174/1983, por un importe de 145 millones. en Tarv-­
gona; el número 614 A/1980, por un importe de 4 millones, en
Melilla~ el número 129/1984, por un importe de 13 millones, en la
provincia de Vizcaya, y un cuarto procedimiento de 4 millones en
la provincia de Cádiz.

1.11.5 Pasivos prescritos.-En el transcurso de la fiscalización
se ha detectado la existencia de pasivos, por -un importe de 50
millones en 1981, totalmente prescritos, en aplicación de~ artículo
46 de la Ley General Presupuestaria, y que aparecen integrados en
los saldos de las siguientes cuentas: .

Cuenta 42, «Obligaciones reconocidas a pagar».
Cuenta 510, «Intereses de cédulas y préstamos amortizados».
Cuenta 5.113, «Cédulas, diferentes emisiones amortizadas».
Cuenta 5.253; «Retenciones personal facultativo»..
Cuenta 1.502, «Papel de reserva social».
De acuerdo con el articulo 47 de la Ley General Presupuestaria,

deberia haberse dado· de baja en los balances de los ejercicios
fiscalizados el importe de los pasivos prescritos, previa tramitación
del oportuno éxpediente.

1.11.6 Recaudación ejecutiva.-La recaudación en vía de apre­
mio de los débitos del Instituto ha estado regulada por un contrato
de fecha 15 de marzo de 1973. En base a dicho contrato, se ha
desarrollado la recaudación ejecutiva. cuya rendición anual de
cuentas, a 31 de diciembre de 1981, presenta como pendiente la
siguiente situación:

Millones
Cenificaciones de

pesetas

Reintegros. 228 117
Sanciones por infracciones .. 56 II
Fianzas. ......... 72 2
Ajuares. I -

357 130

Estas cifras son notoriamente insignificantes en relación con la
situación de las deudas expuestas en el informe. ~A esto hay que
añadir la escasa recaudación efectuada por esta vía, que sólo
alcanza el importe de 3 millones durante los años fiscalizados.

1.11. 7 Transferencias a las Comunidades Autóno­
mas.-Durante el ejercicio 1981, por Real Decreto 3006/1981, de 27
de noviembre, se efectuaron las transferencias a la Comunidad
Autónoma del País Vasco en materia de vivienda, con efectos de
1 de diciembre de 1981.

Este hecho no ha sido ténido en cuenta en la confección del
balance del ejercicio 1981, ya que se mantienen en el mismo bienes
y derechos que no pertenecían al Instituto, sino que, por aplicación
del citado Decreto de transferencia, correspondían ya a la Comuni~

dad Autónoma del País Vasco.
En lo relativo al área de fianzas. según información adicional

facilitada por el Organismo, aún permanecen en la correspondiente
Sección de Fianzas del Instituto los expedientes del País Vasco. Por
otra parte. no se ha efectuado liquidación alguna a las Cámaras de
dicha Comunidad por el papel de fianzas vendido.

En el ejercicio 1982 se ha producido la transferencia en materia
de vivienda a la Generalidad de Cataluña, con efectividad de 1 de
diciembre del mismo año. Al carecer de balance rendido del
ejercicio de 1982, no es posible conocer el tratamiento contable
dado a esta transferencia. Sin embargo, se tiene información de que
el Servicio de Fianzas hizo entrega material de los. expedientes
relativos a los conciertos de fianzas del ámbito territorial de
Cataluña, levantando acta de ello con fecha 30 de diciembre de
1982. No obstante, no se procedió a liquidar la situación de las
Cámaras de Cataluña con respecto al Instituto, la mayor parte de·
las cuales no han presentado aún todas las cuentas corres~ndien­

tes a 1982. Algunas de las Cámaras que han respondido a la
circulación efectuada han reconocido los saldos a favor del Insti­
tuto pendientes todavía de ingresar.

11. CONCLUSIONES

De lo expuesto anteriormente se desprenden las siguientes
conclusiones:

t.a El Instituto carece de una contabilidad integral que"'ampare
y soporte todas las Cuentas del Balance y Cuentas de Explotación
de cada uno de los años fiscalizados. No posee registros contables
e inventarios adecuados que permita valorar la fiabilidad, y'
representatividad de sus saldos, por lo que liS manifestaciones
recogidas en este informe sólo se refieren a las muestras efectuadas,
no pudiéndose realizarrazooablemeote afirmación algunas sobre la
situación real de la totalidad de sus existencias, de sus derechos de
cobro, tesorería... Estas diferencias cQntables tienen una incidencia
directa sobre la efectividad de su gestión y la correcta utilización de
sus recursos.

El Organismo dispone, desde 1977, de un plan contable propio
que hubiera permitido, a partir de su completa aplicación, obtener
la información contable necesaria. El mismo Instituto reconoce que
dicho plan en ciertas áreas, como en la contabilización de recursos
o derechos.. aún no se ha aplicado. .

2.a Se han incumplido en la contabihzactón de los hechos
económicos los principios contables $eneralmente admitidos, de
precio de adquisición, devengo y regtstro.

3.a La confección y rendición de los inventarios se efectúa con
notable retraso y falta de coordinación con la contabilidad. Se
reflejan por primera vez, en inventario de un determinado ejerci­
cio, bienes de inmovilizado cuya adquisición se remonta a ejerci­
cios anteriores. Los inventarios son incompletos, omitiéndose en
Balance el reflejo correcto de bienes. ..

4.a No existe un control adecuado de la facturación de las
viviendas y locales comerciales, viviendas en arrendamiento y
acceso diferido. Esta falta de control origina retrasos considerables
en la puesta al cobro. ,

5.a No se ha seguido por parte del Instituto la antigüedad de
las deudas y de sus saldos que, de haberse producido, hubiera
agilizado sus cobros. En caso de no conseguir el cobro en período
voluntario, debiera haberse efectuado en via de apremio. A esta vía
no se acude habitualmente por el Instituto, pues sólo se ha
recaudado a través de la misma l millones durante los tres años de
la fiscalización. .

6.a No se lleva un seguimiento adecuado de las viviendas
vacantes, lo que produce retraso en las 'entregas y origina demoras
importantes en la facturación y el cobro. Según la" información
facilitada, el importe correspondiente a las mismas alcanza los 517
millones de pesetas. No obstante, no se na obtenido una certeza
suficiente de la validez de esté importe, por su discrepancia con
otra documentación revisada y haber detectado la incorporación
indebida de viviendas vacantes en el saldo de deudores.

7.a Existían, al menos, 11.380, 15.623 y 24.135 viviendas
pendientes de facturar al final de los años 1979, 1980 Y 1981,
debido al retraso de recepción de las obras, envío de documentación
al Instituto... Estas deficiencias desvirtúan el significado del saldo
de deudores.

S.a El Organismo no imputa gran parte de sus cobros a sus
correspondientes deudores, dificultando el conocimiento indivi­
dual de la deuda.

9.a No se ha seguido una polltica de tesorería ágil. en razón del
saldo mantenido en 363 cuentas bancarias y de su dispersión
geográfica.

10. No se han incluido en la cuenta de ~Otros Bancos e
Instituciones de crédito» los saldos de 266 cuentas bancarias que no
han sido contabilizados, ni conciliados, y que forman parte de las
citadas en la conclusión anterior. •

1l. El Organismo no da razón contable hasta el 14 de
scp.tiembre de 1982, fecha de ingreso en el Tesoro Público. de 1.462
millones. relativos a 17 abonares emitidos por el Banco Hipoteca­
rio a favor del Instituto durante el ejercicio 1981.

, 12. Se han producido disposiciones de fondos directamente de
las cuentas bancarias; sin tener en cuenta el principio de unidad de
caja, para aplicaciones impropias, como pago de gastos no presu~

puestados., adqujsicióD de certificados de depósitos y otras utiliza­
ciones injustificadas. Este es uno de los motivos por el que se ha
abierto un expediente de reintegro por alcance en Cádiz y otro en
Vizcaya.

13. La. apertura de cuentas en Banca privada y Cajas de
Ahorro se ha hecho:

En 154 cuentas, sin la autorización preceptiva del Ministerio de
Hacienda, a tenor de lo establecido en el artículo 110-2 de la Ley
General Presupuestaria. •

Cuarenta cuentas han sido abienas en base al Decreto 680/1974,
de 28 de febrero.

Ciento doce cuentas. en virtud del contrato establecido con la
Sociedad recaudadora «Hermanos Alonso Garrán, Sociedad Limi­
tada».
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14. El contrato actual con Ja Sociedad recaudadora pudira
estar afectado de causa de nulidad de pleno derecho, por omisión
total del procedimiento legalmente establecido para dictar el acto
administrativo que le sirve de soporte (articulo 41 del Reglamento
General de Contratación del Estado. de 2S de noviembre de 1975.
en relación con el articulo 47 de la Ley de Procedimiento
Administrativo de -17 de julio de 1958), 0, en todo caso, hallarse
incurso en causa de anulabilidad, por infracción del ordenamiento
juridico (ar'tículos 44 del citado Reglamento y 48 de la Ley de
Procedimiento Administrativo). Por lo que debIera procederse a su
revisión de la forma establecida por el título V, capítulo 1, de la
citada Ley.

lS. La Sociedad recaudadora se demora en el ingreso de la
recaudación a finales de 1980, año en el que, al menos, se deberla
haber ingresado 48 millones de pesetas más.

16. Durante los años 1980 y 1981, las cuentas que rinden por
«Fianzas Decreto 11-3~)949» las Cámaras Oficiales de la Propiedad
Urbana al Instituto no han sido comprobadas por éste. La falta de
vigilancia ha permitido demoras importantes en los ingresos
procedentes de dichas Cámaras. Hay. que destacar como más
relevante la situación de la Cámara de Valencia, que a la fecha de
cierre de esta fiscalización tenía pendiente de liquidar 226 millones.

17. La actuación del Organismo con las Cámaras respecto al
premio de cobranza no se ajusta al contenido del convenio suscrito,
pues exige que la comisión sólo gire sobre el ,papel realmente
ven~ido y no sobre la totalidad de papel de fianzas, vendido o
devuelto, como se establece en el convenio. ,

18. No se ejerce control suficiente sobre las actuaciones de los
Inspectores de Fianzas, lo que ba permitido la actuación irregular
del Inspector Coordil)ador en la provincia' de Gerona. .

19. En'las transferencias a las Comunidades Autónomas del
Pais Vasco y Cataluña no se ha realizado Iiqpidación de las cuentas
que las Cámaras rinden 'a1 Instituto. Al cierre de la presente
fiscalización existen Cámaras de ambas Comunidades Autónomas
que no han ingresado todavía parte de la deuda correspondiente al
año 1982. ,

20. EI,Organismo no afecta correctamente los ingresos «Fian­
zas Decreto 11-3·1949» al Presupuesto, lo Que ha producido que,
durante los años 1979 al 1981, se hayan dejado de imputar ingresos
por importe de 1.567 millones de 'pesetas.

21. Las cuentas «Organismos de la Seguridad Social, Acreedo­
res», y 4<H;;lcienda Pública, Acreedor por Renta Personas Fisicas»
presentan saldos al 31 de diciembre de los· ejercicios fiscalizados
únicamente por la provincia de Madrid, no figurando en balance la
deuda de las demás provincias, cuyo importe se ignora, por no
haberse registrado contablemente.

22. El concepto de «Acreedores por honorarios facultativos»
no aparece contablemente segregado, a pesar de su elevada cuantía,
que en 1981 supera los 1.659 millones. Por otra parte, existen
diferencias notables entre los datos recogidos en los listados de
honorarios percibidos y Jos facilitados por la Intervención Dele­
gada.

23. La contabilización de los gastos financieros por cédulas
emitidas y subvenciones del Estado no aplica el principio del
devengo, ni su cálculo es correcto. por lo que el importe imputado
a cada ejercicio es poco representativo. Los intereses por subven­
ción del Estado aparecen infravalorados en ~.162 millones para el
ejercicio económico de 1981.

24. Se han pagado indemnizaciones por daños y perjuicios por
importe de 825 millones de pesetas (302 millones en 1979 y523 en
1980), Que se han incluido en la Cuenta de «Inversiones reales no
inmovilizado», con lo que se presenta como inversión en vfvi.endas
Jo que en realidad es un gasto producido por la paralización de las
obras de Orcasitas durante más de un año;

25. Las cuentas' de liquidación de presupuestOS presentan
diferencias con el Balance y·la Cuenta de Explotación; por cuanto
no recogen todos los derechos de cobro, no se consignan detennina­
dos créditos)' se omiten partidas presupuestarias importantes.

26. Con carácter general. el Organismo dedica su atención al
gasto de los recursos presupuestarios y ha olvidado su obligación de
activar y mejorar los ingresos de sus propias actividades que, como
se ha manifestado, viene ad91eciendo de lo siguie!1te:

- No se facturan sus productos o se demora el 'hacerlo.
- El cobro de lo facturado se demora o no se recauda.
- Parte importante de lo recaudado se retiene y dispersa en

numerosas cuentas en Banca privada,
- No se cobran 1ntereses de demora.
- No se utiliza prácticamente la vía ejecutiva para el cobro de

morosos.
- Los depósitos de fianzas pueden y deben ser incrementados.

En resumen, una dedicación razonable del Instituto a los
¡n$Tesos mejoraría notablemente la gestión .y con ello cumpliria el'
pnncipio establecido de eficiencia y economia.

27. Se acuerda la deducción del expediente de los particulares
necesarios para iniciar, si procede, oida la Fiscalía de este Tribunal

y la Abogacía del Estado. juicios de cuentas en depuración de las
posibles responsabilidades contables relativas a los siguientes
hechos:

,- Liquidación pendiente de efectuar por importe de 226 millo­
nes, a la fecha de cierre de la presente fiscalización, por la Cámara
Oficial de la Propiedad Urbana de Valencia, por el concepto de
«Fianzas Decreto 11-3·1949».

- Actuación irregular. en la provincia de Gerona, del Inspector
Coordinador de Fianzas. por la cual percibió indebidamente
745.766 pesetas.

- Irregularidades existentes en las cuentas abiertas con fondos
del Organismo en la Banca privada y Cajas de Ahorros de la
provincia de Murcia, por aplicación indebida de fondos por cuantía
de 9J3.299 pesetas.

Madrid, 7 de marzo de 1985.-EI Presidente, Jo~é María
Fernández PiTia.

ADMINISTRACION LOCAL
22172 RESOLUCION de 26 de septiembre de 1985. de la

Diputación Provincial de Lugo, por la que se se/ialan
fechas para el ~/e\'antamiento de actas previas a la
ocupación de los bienes }' derechos que se citan,
afectados pOr las obras que se mencionan.

Por Decreto de Ja Consejeria de la Presidencia de la Junta de
Galicia número 162/1985, de 27 de junio, publicado en el «Diario
Oficial de Galicia» número 150, de 7 de agosto del presente ano.
se declara la urgente ocupación por esta excelentísima Diputación
Provincial de los bienes y derechos necesarios para 1a ejecución de
las obras del proyecto numeros 303/1983 y 271/1984 Fonsagrada.
eL «De Cbao de Pousadoiro a Veiga de Lagares» y cede Carballido
al limite con Asturias y accesos a Graña, Lentomil, lIacín, Oradas,
l..outeiro y otros», con los efectos previstos en el artículo 52 de la
Ley de Expropiación Forzosa. _

En cumplimiento y ejecución de la disposición citada y del
acuerdo adoptado por el Pleno de esta excelentísima Corporación
Provincial en sesión celebrada el 18 de julio del oorriente año y
demás antecedentes y normas aplicables, para el levantamiento de
las actas previas a la ocupación a que se refiere la norma segunda
del anículo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa, se fijan los días
y horas que a continuación se señalan en los lupres donde se
encuentran ubicados los bienes objeto de la exproplación. y se cita
a los propietarios, a los demás afectados y a cuantas personas o
entidades puedan ostentar derechos sobre tales bienes. Los días se
entenderán hábiles en todos los casos.

Los días y horas son los siguientes:

Vigésimo día contado a partir del inmediato siguiente a la
publicación de este edicto en el «Boletín Oficial del Estado». de
diez a catorce horas, números I a 20 de la relación. De dieciséis a
diecinueve horas, números 21 a 40 de la relación.

Vigésimo primer día, de diez a catorce horas, números 41 al
final de la relación.

Las operaciones podrán continuarse en dias y horarios posterio­
res, si preciso fuere, sin necelidad de repetir las citaciones,
bastando a tal efecto el anuncio verbal en la Jornada de la tarde y
con ocasión del levantamiento de la última acta que se extienda. en
que así se baré. saber públicamente a los asistentes.

Las actas se levantarén aun en el supuesto de que no concurran
los propietarios y demás interesados o QUlenes debidamente les
representen.

A tales efectos deberán concurrir personalmente o debidamente
representados, acreditando su personalidad y pudiéndose hacer
acompañar, a su costa, de Peritos y un Notano, debiendo aportar
la documentación precisa respecto a la titularidad de los derechos
que aleguen (titulas registrales, cédulas de propiedad, recibos de
contribución, etc.).

En aplicación de Jo prevenido en el artículo 56.2 del Regla­
menlO para la aplicación de la Ley de Expropiación Forzosa, los
interesados pueden formular por escrito dirigido al Presidente de
esta excelentisima Diputación Provincial, cuantas alegaciones esti­
men pertinentes hasta el momento del levantamiento de Jas actas
previas y a los solos efectos de subsanar posibles errores que se
hayan padecido al relacionar los bienes afectados por la urgente
OcupaCión, no siendo procedentes cualesquiera otros recursos o
reclamaciones, que se entenderán diferidos a momento procedi~

mental posterior.
La relación identificativa de propietarios y bienes es la que

sigue:


